ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 09 006 2019 00044  01
ACCIONANTE: MARÍA TERESA RAMÍREZ CARDONVA  VS. COLPENSIONES
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / PARA CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / PROCEDE LA TUTELA FRENTE A OBLIGACIONES DE HACER, MAS NO PARA OBLIGACIONES DE DAR.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.  De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

Respecto de la procedencia de la acción constitucional para obtener el cumplimiento de una providencia judicial, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que “desde el punto de vista de la obligación que se impone, dos tipos de órdenes: cuando se trata de una obligación de hacer o versa sobre una obligación de dar. En relación con la primera, la Corte ha considerado que la acción tutelar emerge como el mecanismo adecuado para hacerla cumplir, pues los mecanismos consagrados en el ordenamiento jurídico no siempre tienen la idoneidad suficiente para proteger los derechos fundamentales que puedan verse afectados con el incumplimiento, pero si la orden consiste en una obligación de dar el instrumento idóneo para alcanzar tal fin es el proceso ejecutivo, toda vez que su correcta utilización garantiza el forzoso cumplimiento de la obligación eludida, en la medida en que se pueden pedir medidas cautelares, como el embargo y secuestro de los bienes del deudor y su posterior remate con el fin de asegurar el pago.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISION PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cuatro (4) de julio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0608
Hora: 2:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado judicial de la señora María Teresa Ramírez Cardona frente al fallo proferido el 21 de mayo de 2019 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra de Colpensiones. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El abogado Diego Alberto Medina Díaz, apoderado judicial de la señora María Teresa Ramírez Cardona, informó que mediante sentencia proferida por el Juzgado 4º Laboral del Circuito de Pereira y confirmada por la Sala de Decisión Laboral de este Distrito Judicial, se reconoció la pensión de vejez a su mandante y ordenó a Colpensiones cancelar la misma junto con el retroactivo pensional y las costas procesales resultantes del proceso ordinario.

Por medio de reclamación administrativa radicada en Colpensiones el 6 de marzo de 2019, el apoderado de la actora solicitó el reconocimiento e inclusión en nómina de la pensión con el correspondiente retroactivo pensional y las costas procesales, sin que a la fecha de interposición de la acción constitucional hubiera recibido respuesta de fondo, ni se hubiera incluido en nómina a la accionante.
Solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad a la señora María Teresa Ramírez Cardona y ii) ordenar a Colpensiones resuelva de fondo la solicitud del 6 de marzo de 2019 en un término de 48 horas siguientes al fallo de tutela de inclusión en nómina el derecho reconocido a la accionante a través de sentencia judicial.
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 5-18). 

2.3.  Mediante auto del 8 de mayo de 2019, el juzgado de primer grado avocó el conocimiento de la acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a Colpensiones (Fl.20).  Dicha decisión fue notificada a Colpensiones con el oficio No.799 (Fl. 21).

2.4. Colpensiones se pronunció luego del fallo de primera instancia (Fls. 29-37); por lo tanto, no se tendrá en cuenta tal respuesta, por ser extemporánea.

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 21 de mayo de 2019, el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta capital resolvió tutelar el derecho fundamental de petición a la señora María Teresa Ramírez Cardona y en tal virtud, ordenó al Dr. Juan Miguel Villa, Presidente de Colpensiones o a quien hiciera sus veces, que en el término de diez (10) días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, entregara una respuesta concreta y de fondo a la petición incoada por el apoderado de la accionante desde el 6 de marzo de 2019.  Negó por improcedente el reconocimiento e inclusión en nómina de la pensión con el correspondiente retroactivo pensional y las costas procesales ordenadas mediante sentencia judicial a la actora, por existir un mecanismo judicial ordinario para tal fin y por inexistencia de un perjuicio irremediable en este trámite (Fls. 22-27).
El abogado Diego Alberto Medina Díaz fue notificado del fallo anterior el 22 de mayo de 2019 (Fl. 28 frente y vuelto).
Obra en la foliatura una constancia secretarial en donde se indicó que la decisión fue impugnada por la parte actora dentro del término legal, teniendo en cuenta que el 23 de mayo de 2019 no se contabilizó por cese de actividades convocado por ASONAL JUDICIAL (Fl. 40).

4. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

El 28 de mayo de 2019, el apoderado judicial de la señora Ramírez Cardona allegó un escrito por medio del cual manifestó su inconformidad frente a la declaratoria de improcedencia del amparo para el reconocimiento e inclusión en nómina de la pensión a su mandante junto con el retroactivo pensional y las costas procesales, cuando lo que se busca es materializar un derecho que fue declarado a través de sentencia ordinaria y debido a la negligencia de Colpensiones que no ha procedido en tal sentido.

Consideró que el procedimiento ejecutivo no es el más expedito, tratándose del derecho fundamental a la seguridad social. 

Manifestó que pese a que se tuteló el derecho fundamental de petición a la actora, este no es suficiente para que Colpensiones proceda a la inclusión en nómina, ya que bastaría entonces con que se emita una respuesta evasiva para no cumplir con la orden emitida en el fallo de primera instancia.

Solicitó que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso y petición vulnerados por Colpensiones a la señora María Teresa Ramírez Cardona y en tal virtud, se ordene a la entidad que resuelva de manera expedita la solicitud del 6 de marzo de 2019 en un término de 48 horas e incluya a la misma en nómina.  Revocar el fallo de primer grado (Fls. 38 y 39).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral tercero de la providencia, en el que se resolvió declarar improcedente el amparo para ordenar a Colpensiones el reconocimiento y la inclusión en nómina de la pensión de vejez otorgada a la señora María Teresa Ramírez Cardona junto con el correspondiente retroactivo pensional y las costas procesales, según las sentencias proferidas en la jurisdicción laboral. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.

5.6. Respecto de la procedencia de la acción constitucional para obtener el cumplimiento de una providencia judicial, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que “desde el punto de vista de la obligación que se impone, dos tipos de órdenes: cuando se trata de una obligación de hacer o versa sobre una obligación de dar. En relación con la primera, la Corte ha considerado que la acción tutelar emerge como el mecanismo adecuado para hacerla cumplir, pues los mecanismos consagrados en el ordenamiento jurídico no siempre tienen la idoneidad suficiente para proteger los derechos fundamentales que puedan verse afectados con el incumplimiento, pero si la orden consiste en una obligación de dar el instrumento idóneo para alcanzar tal fin es el proceso ejecutivo, toda vez que su correcta utilización garantiza el forzoso cumplimiento de la obligación eludida, en la medida en que se pueden pedir medidas cautelares, como el embargo y secuestro de los bienes del deudor y su posterior remate con el fin de asegurar el pago. No obstante lo anterior, para la Corte, si el incumplimiento de una obligación de dar, impuesta en una sentencia judicial, se traduce en la vulneración de derechos fundamentales, la acción de tutela será procedente porque se considera que la vía ejecutiva no cuenta con la virtualidad de tener la misma efectividad del mecanismo constitucional.” (Subrayas propias)
5.7. En este asunto en concreto, se advierte que el motivo de inconformidad con el fallo de primer grado se basa en que el abogado de la señora María Teresa Ramírez Cardona considera que se deben amparar los derechos fundamentales al debido proceso y petición de su mandante, toda vez que la demanda ejecutiva no es el medio más expedito para hacer cumplir a Colpensiones las sentencias emitidas por el Juzgado 4º Laboral del Circuito y la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de este Distrito Judicial y por lo tanto.

5.8. Al respecto, la Corte Constitucional igualmente ha indicado que la justicia es uno de los fundamentos teleológicos del ordenamiento jurídico colombiano, motivo por el cual entre los fines esenciales del Estado Social de Derecho se encuentra el de asegurar la vigencia de un orden justo y “para lograr ese objetivo se han consagrado diferentes garantías, una de ellas consiste en el obligatorio cumplimiento de las sentencias ejecutoriadas ” lo que condujo a que la Corte Constitucional desde muy temprano en su jurisprudencia reconozca a esta exigencia como un derecho fundamental que hace parte del núcleo esencial del debido proceso y el acceso a la administración de justicia. A su vez, se le reconoce como uno de los mecanismos más importantes para la existencia y el funcionamiento del sistema jurídico.”  En tal virtud, dicha Corporación señaló “El derecho fundamental al debido proceso (artículo 29 CP) exige que “el respectivo proceso se lleve a cabo sin dilaciones injustificadas que tornen nugatorio el derecho reclamado”
 y, por su parte, el acceso a la administración de justicia (artículo 229 CP) “propende no sólo porque los ciudadanos tengan a su disposición mecanismos para demandar en procura de sus derechos sino que les permita obtener una decisión judicial que pueda hacerse efectiva”
. 

5.9.  Sin embargo lo anterior, cuando la autoridad de cumplir una sentencia no lo hace, el legislador dispuso el proceso ejecutivo como mecanismo de defensa judicial idóneo y efectivo para lograr tal fin consagrado en el artículo 426
 de la Ley 1564 de 2012. Este razonamiento parte de reconocer que dicho proceso establecido en el artículo 305
 de la Ley 1564 de 2012, es una herramienta judicial para exigir la ejecución de providencia. De tal manera, que para el pago de lo ordenado por medio de la sentencia judicial, el interesado puede solicitar medidas cautelares, entre estas el embargo y el secuestro y las sanciones que se pueden imponer en caso de que persista el incumplimiento artículos 599
 de dicha ley. 

5.10. No obstante existir un mecanismo legal para el cumplimiento de sentencias que reconocen pensiones, la Corte Constitucional ha reiterado que resulta procedente la tutela si está de por medio la amenaza y vulneración del mínimo vital y, con este, la dignidad humana
. En tal sentido, dicha Corporación señaló que: “los jueces y tribunales deben adoptar medidas necesarias y adecuadas para garantizar la plena efectividad de los derechos fundamentales de las personas involucradas. Así, en caso de que se requiera el pago efectivo de la pensión de vejez, se ha determinado que resulta procedente ordenar que el derecho reconocido se ejecute, lo que se traduce en “ordenar la inclusión en nómina”
. Se trata de un derecho necesario para garantizar el mínimo vital y, con ello, la subsistencia digna de personas beneficiarias de la pensión de vejez. Es esta entonces “una excepción a la regla según la cual la tutela es improcedente si persigue el cumplimiento de sentencias que generan obligaciones de dar”
. “En este escenario, el cumplimiento de las decisiones judiciales que reconocen la pensión de vejez exige salvaguardar los derechos fundamentales de quienes, por regla general, debido a su edad, son sujetos de especial protección constitucional y, en muchas ocasiones, esta prestación constituye el único recurso que les garantiza una vida digna dado que no tienen capacidad laboral para acceder a otro medio de subsistencia
.”

5.11. Conforme con las normas y jurisprudencias referidas, esta Sala considera que en este asunto específico la acción constitucional no es el mecanismo procedente para obtener el cumplimiento de sentencias, no solo porque en este caso el apoderado judicial de la señora Ramírez Cardona se dirigió directamente al juez constitucional sin haber agotado el proceso ejecutivo pertinente para lograr el pago de las sumas a las que fue condenada Colpensiones, sino porque no logró acreditar que tal medio ordinario no resulta lo suficientemente idóneo y eficaz para alcanzar el fin propuesto.  Además, en el caso sub examine no están dados los presupuestos para que el amparo invocado proceda como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, toda vez que no se cuenta en la foliatura con los elementos materiales probatorios que permitan inferir claramente una amenaza o puesta en peligro el ejercicio de los derechos fundamentales de la señora María Teresa Ramírez, de quien no se puede predicar que está en condiciones de debilidad manifiesta o que sea una persona que merezca un tratamiento diferencial positivo como para analizar los requisitos de subsidiariedad de la acción constitucional.  Lo anterior, por cuanto el profesional del derecho se limitó a considerar que su prohijada no puede soportar las cargas procesales que le imponen los medios ordinarios de defensa judicial para reclamar la garantía de sus prerrogativas sin allegar, de manera siquiera sumaria, lo pertinente para verificar que la señora Teresa Ramírez se ha afectado su mínimo vital por no haber sido incluida en nómina y por tanto, se encuentra frente a un perjuicio irremediable por la ausencia de ingresos que le permitan subsistir dignamente.

5.12.  Así las cosas, la Sala debe ajustarse a lo previsto en el artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, y en este asunto específico no se colige un daño de tal magnitud para que se emita una medida urgente que conjure tal circunstancia, si se tiene en cuenta que el daño debe ser: “inminente o próximo a suceder.  Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.
 

En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juez de primer grado fue acorde a los lineamientos legales y jurisprudenciales que hacen referencia a la improcedencia de la acción de tutela por la existencia de otros mecanismos judiciales para hacer cumplir sentencias judiciales.  Por lo tanto, se confirmará la sentencia estudiada.
DECISIÓN 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 21 de mayo de 2019 por el Juzgado 6º Penal de Circuito de Pereira, dentro de la tutela interpuesta por el apoderado judicial de la señora María Teresa Ramírez Cardona en contra de Colpensiones, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencias T-262 de 1997 y T-103 de 2007.


� Sentencias T-262 de 1997 y T-103 de 2007. 


� Ley 1564 de 2012, artículo 426 “Si la obligación es de dar una especie mueble o bienes de género distinto de dinero, el demandante podrá pedir, conjuntamente con la entrega, que la ejecución se extienda a los perjuicios moratorios desde que la obligación se hizo exigible hasta que la entrega se efectúe, para lo cual estimará bajo juramento su valor mensual, si no figura en el título ejecutivo. // De la misma manera se procederá si demanda una obligación de hacer y pide perjuicios por la demora en la ejecución del hecho”. 


� Podrá exigirse la ejecución de las providencias una vez ejecutoriadas o a partir del día siguiente al de la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso, y cuando contra ellas se haya concedido apelación en el efecto devolutivo.  Si en la providencia se fija un plazo para su cumplimiento o para hacer uso de una opción, este solo empezará a correr a partir de la ejecutoria de aquella o de la notificación del auto de obedecimiento a lo resuelto por el superior, según fuere el caso. La condena total o parcial que se haya subordinado a una condición solo podrá ejecutarse una vez demostrado el cumplimiento de esta.


� ARTÍCULO 599. EMBARGO Y SECUESTRO. Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes del ejecutado. Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de liquidarse la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse bienes del causante.


El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo bien o de bienes afectados por hipoteca o prenda* que garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su valor o su venalidad.


� Sentencias T-290 de 2004.


� Sentencias T-720 de 2002, T-267 de 2004, T-916 de 2007, T-441 de 2013, entre otras


� Sentencia T-631 de 2003. Ver también Sentencia T-599 de 2004, T-103 de 2007, T-216 de 2015 y T-440 de 2010. 


� Sentencia T-916 de 2007. 


� Sentencia T-1316/01 (MP. Rodrigo Uprimny Yepes).  En esta sentencia se estudia si es procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, teniendo en cuenta que el accionante había presentado una demanda ante la jurisdicción contencioso administrativa, solicitando el incremento de su mesada pensional.
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